
Informar y ser informado 
• r 

Entre las reformas constitucionales que 
fueron aprobadas durante el segundo pe.. 
riodo de sesiones de la L Legislatura, ocu· 
pa un lugar relevante la elevación al ran. 
go constitucional del derecho a la informa· 
ciqn. . 

-En cualquier ci1-cunstancia la constitu. 
ciop.alidad de ese derecho es un paso d~ 
importancia. Pero en el caso nuestro, c_ua~ -

, do el país se entrar en la diffc¡J 
,a de ión de la reforma poiL 
., relacionado con la informa· 

ción relieves trascendentes. 
Y es que la reforma política y el den:. 

cho efectivo a la información son partes 
de un mismo todo. La información en abs· 

; tracto, sin su debida canalización, es de 
;11poca utilidad. En cambio, ~ t~~vés de los 

. rred:os masivos de comu rucacJOn adecua. 
-: des, se puede transformar en un estimu 

' ' to del proceso de modernización y politi-
zación de las grandes mayorías receptoras. 

Hablar de información es, pues , hab'ar 
, ,de los medios de su difus 'ó"'l. Poro.ue tan irr-1' 

1' ' portante como la información misma es su 
uso, su destino . 
' ' l..a información no alcanzará nunca sus 
fines mientras esté totalmente su¡:-editada 
a los intereses exclusivistas de un emprc. 
sario, privado o gubernaJ'T'ental. y conside· 
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. ' Un derecho ·de difícil 
~ ' ... .. 

: . . .. . . ~ . , 
lnstrumentac!on 

' .' 
re el público como una :.impJe- .ent•dad re. 
c~ptora- y pasiva. condicionad~ par.c~ la mo · 
nipulación. , 

Este fenómeno e!> espccialment~.: nc:dvo 
don~e los medios de comunicació:·. so:1 cuan­
titativamente podel'CSOS y donde, aparente· 
me.f!te, por. los grandés recursos que se , 

. m~nej,an,¡ . hay una mayor difpr¡jqn de la. in. 
, f9rm~c.ión . . Curiosamente, ~~JHS r .aíses de 

opulenci¡¡¡, lla¡námpsle 'coi1'4Wfa,tiv , entre 
lós que podemos ubicar a Mexlco se pro· 
duce la tén:ible contradicc i'Ó ,. de. que a 
más medios; me·nor capacidad '~tle las ma. 

. yorías para influir, ¡::a:rticipar·J ~ controlar 
Jos jpstrumentos de comunic;_<!,ejón. 

Con . <;>tras palabr~s . la Ji~~r_,tad de in· 
fo.rmacwn. v el cons1guien.t derecho a la 
información. dejan de ser rea li<;l.adf!5 to ·a­
les cuando lo!; factcres econ<Siillco~ son de· 
cisivos para · ejercitar!os, cua'ñüO> ert la ma. 
ycría de las circunstancias libertades y de­
recho~ se condicionan al poder ~conómico. 

ps ¡nuy in;~po,rtantf;! que des~e e,I punto 
de vista legal, constitucional. se establezca, 
'comó· acaba de ha'cer el ~ngreso de la 1 

· Un iOn. el dereéhv univershJfl'a !::[a informa. 
ción. De a'nf hav oue arranca¡¡_<f'Sin embar­
go, d eb e darse lo · más rápid~IQente posi­
ble. 1,l:l paso -p1ás allá . ~1 p~so que media 
entre el pr,ecepto ,legal y su , jel!cicio real. 
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El conce¡:.to ·tradicional Iiber <'-1 del si¡¡.lo 
pasado de las libertades y derechos de los 
ciudadanos sobreentiende que· la ::.ociedad 
hace posible que su e jercicio se canalice 
a través de los medios que se encuentran 
a disposición de cada individuo. Si este 
mismo concepto lo aplicamos al derecho 
a la información, adjudicando al Estado 
el único deber de garantizar e l laissez.faire, 
en la práctica no haremos m ás qu t; conver­
tir el derecho a informar y a ser mforma­
do en un derecho de los p oderosos, en un 
derecho exclusivo d e Jos poseedores de los 

' medios masivos de comunicación . 
Desde el punto de vista legislativo ya no 

es suficiente garantizar la libertad de ac­
ción a los ciudadanos. El Estado moderno 
está obligado a asegurarles la posibilidad 
práctica de esta acción, la posibilidad prác­
tica de poder e jercer su s d erechos. 

Tampoco corresponde a la época que vi­
vimos la tesis de que el E s tado debe fa­
cilitar a todos la posibilidad d e actuar, pero 
no asumir las responsab:lidades df' sus cov-­
secuencias. \ 

En el caso de la información es te aspec­
to del problema tiene relevante importan­
cia porque la noticia, que podríamos ideQ­
tificar como la form a que a dopta la infor­
mación para ser difundida , transmiti~a! ?O 
e51 un objeto, sino produc to d e un JUiC IO . 

Es reconocido que en cada etapa del pro­
ceso de información participa el elemento• 
subjetivo de quien la m aneja . 

El Estado, en la más amplia acepción del 
concepto, no piliede limitarse a promulgar 
el derecho a la información , debe, a tra­
·vés de la. reglamentación correspondiente, 
garantizar su ejercicio, es tablecer las obli­
gaciones de los informadores p rofesionales, 
fijar los deberes de los m edios de comu­
nicación, de los vehículos de transmbión 
de la información, y - eso es vital- asegu­
rar a la 'gran masa. receptora, qu e carece 
de medios de comunicación, la posibilidad 
efectiva de utilizarlos para democrn.ttzar la 
información. 

A las grandes mayorías h ay que propor­
cionarles los medios de ~ctuar, d.:: lo con­
trario no hacen caso a los llamam ientos 
que reclaman su ·participación, su acción. 
Y eso que es válido en la poh tica , lo es 
t~mbién en el complejo mundo de la in­
formación. 

De nada serviría el derecho a la infor­
mación si !los instrumentos de la comu ni­
cación mantienen el carácter exclusivi,ta 
que tienen hoy y no asumen r esponsabili­
dades concretas ante la sociedad a la que 
.sirven ni responden a sus necesidades. 


